
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / DEFECTO PROCEDIMENTAL ABSOLUTO / APARTARSE DEL PROCEDIMIENTO ESTABLECIDO / CASO, SENTENCIA ANTICIPADA.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. (…)
… se duele la accionante de que la funcionaria incurrió en un defecto procedimental absoluto, al omitir la realización de la audiencia prevista en el artículo 372 del CGP, obviando que se había solicitado la práctica del interrogatorio de pate, y en cambio, proferir sentencia anticipada con fundamento en el numeral 3° del artículo 278 del mismo estatuto. 


Pues bien, para resolver vale la pena recordar que sobre el defecto procedimental se ha dicho que:

“23.  La jurisprudencia ha establecido que existen dos modalidades del defecto procedimental, a saber: (i) el defecto procedimental absoluto, que ocurre cuando el funcionario judicial se aparta por completo del procedimiento legalmente establecido, bien sea porque sigue un trámite ajeno al pertinente y en esa medida equivoca la orientación del asunto, o porque omite etapas sustanciales del procedimiento establecido, con lo que afecta el derecho de defensa y contradicción de una de las partes del proceso; y (ii) el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto…
En el caso concreto, halla la Sala que si bien el Despacho actuó al margen de lo reglado en el numeral 2° del artículo 446 del CGP y en ese sentido omitió celebrar la audiencia prevista en el artículo 372 del mismo estatuto, lo cierto es que lo hizo prevalido del hecho que encontró probada la prescripción extintiva, con lo que, a la luz del artículo 278 también del CGP, era inane convocar a la diligencia que se echa de menos, cuando para la resolución del caso bastaba con el análisis de lo probado hasta ese momento en el litigio…
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Acta N° 467 del 27 de septiembre del 2019
Decide la Sala la impugnación propuesta por la parte accionada contra la sentencia del 9 de agosto del 2019 proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que instauró Bertha Inés Jaramillo Cañas contra el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Pereira a la que fueron vinculados la Inspección 18 Municipal de Policía de Pereira, Paola Andrea González Díaz, Carlos Henry Cuéllar Mendoza y Gloria Alicia Echeverry Henao.
ANTECEDENTES

Bertha Inés Jaramillo Cañas, por conducto de apoderado judicial, presentó esta acción de tutela contra el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Pereira, en la que aduce que en la sentencia que se profirió de manera anticipada en el proceso ejecutivo con radicado 66001-41-89-002-2018-00472-00 al que asiste en calidad de demandante, hubo defectos que violentan su derecho fundamental al debido proceso.
Narró que en el marco del aludido proceso, la ejecutada, dentro del término para proponer excepciones de mérito, presentó la de prescripción de la acción cambiaria de la letra de cambio, a la cual ella se opuso cuando descorrió las excepciones, momento en el cual también solicitó el interrogatorio de la demandada.

Luego, el Juzgado fijó fecha para llevar a cabo la audiencia prevista en el artículo 372 del CGP, para el día 25 de junio del 2018; sin embargo, de forma intempestiva, y faltando 4 días para que llegara el día de la diligencia, la funcionaria profirió sentencia anticipada en la que declaró probada la excepción formulada por la demandada.   

Adujo que al fijar fecha para la audiencia, se le generó expectativa a la parte actora de llevar a cabo el interrogatorio de parte solicitado, con el fin de acreditar la interrupción de la prescripción extintiva natural, por el hecho de que la deudora reconoce, expresa o tácitamente, la obligación. 
Además con la decisión adoptada por el Despacho se vulneraron normas procesales “teniendo en cuenta que según lo dispuesto en el artículo 372 del Código General del Proceso, “El juez, salvo norma legal en contrario, convocará a las partes para que concurran personalmente a una audiencia con la prevención de las consecuencias por su inasistencia, y de que en ella se practicarám interrogatorio a las partes” (sic) (Destacó el demandante). 

Indicó que al incumplirse con lo dispuesto en el procedimiento establecido, se configuró un defecto procedimental absoluto y al no practicar el interrogatorio de parte, también se vulneraron sus derechos de defensa y confianza legítima.
Pidió, en consecuencia, dejar sin efecto la sentencia anticipada proferida el 21 de junio del año 2019 y ordenarle al Juzgado fijar una nueva fecha para llevar a cabo la audiencia inicial de que trata el artículo 372 del CGP. 
El Juzgado de primera instancia dio trámite a la acción con las citadas vinculaciones, ordenó la inspección judicial del proceso cuestionado y corrió traslado a los convocados (f. 26, c. 1).
La funcionaria encartada informó sobre el trámite del proceso y en su defensa argumentó que: “Sea lo primero indicar que la suscrita juez asumió como titular del despacho a partir del 20 de junio pasado, y una vez revisado el expediente se advirtió que a pesar de haberse fijado fecha para audiencia, no era necesario llevarla a cabo, en razón a que estaban configurados los presupuestos exigidos por el artículo 278 del C.G.P. en su numeral 3° para dictar sentencia anticipada, toda vez que se encontraba probada la prescripción extintiva. Precisamente la finalidad de la figura de la sentencia anticipada permite obviar las demás etapas del proceso cuando el juez considera que tiene elementos suficientes para resolver, no hay más pruebas que practicar o como en el caso que nos ocupa, se encuentra probada la excepción de prescripción extintiva.”; trajo a colación reconocida doctrina que sustenta la tesis que planteó y dejó dicho que al encontrar probada la excepción de prescripción y en atención al deber que establece el artículo 278 del CGP, procedió a dictar sentencia anticipada declarándola. 

En ese sentido explicó que en el de marras “la acción cambiaría venció el 23 de diciembre de 2017 y la demanda se interpuso el 8 de mayo de 2018, es decir después de casi 5 meses, cuando estaba más que prescrita la acción, por lo que la demandante no puede responsabilizar al despacho de su desidia, y apelar a la confianza legítima de un auto que fijó fecha para audiencia, cuando expresamente el art. 278 del C.G.P. autoriza obviar la práctica de la misma -la cual incluye conciliación, interrogatorios, etc-, para en atención al principio de la celeridad y la economía procesal decidir de fondo el asunto.” Corolario de lo cual pidió declarar la improcedencia del amparo (f. 35, c. 1).
Posteriormente, en virtud a un requerimiento que le hizo el Juzgado de primera instancia (f. 49, c. 1), la encausada arrimó constancia sobre la notificación por estados que se surtió en relación con la sentencia anticipada (f. 57, c. 1)
En nombre de la señora Paula Andrea González, el abogado Carlos Henry Cuéllar Mendoza compareció al trámite, sin embargo no se allegó el respectivo poder especial que acreditara su postulación en este específico asunto, trasunto de ello está relevada la Sala de examinar su contestación, dada la legitimación de la que adolece el defensor (f. 36, c. 1).    
La Inspectora Dieciocho Municipal de Policía de Pereira, manifestó que no tiene acceso al expediente contentivo del proceso encausado, por lo cual la contestación de la acción de tutela recae exclusivamente en el Juzgado (f. 41, c. 1). 
Sobrevino la sentencia de primera instancia que concedió el amparo habida cuenta de que “el juzgado de conocimiento incurrió en un defecto procedimental en su dimensión negativa, y por ende, la acción de tutela es procedente, pues omitir el decreto de la prueba pedida por la ejecutante pudo generar una vulneración al debido proceso, concretamente, ejercer su derecho de contradicción” (f. 62, c. 1).
Impugnó la funcionaria accionada; en extenso, argumentó por qué, a su juicio, la sentencia anticipada que se profirió en la ejecución, estuvo acorde con lo reglado en el artículo 278 del CGP, así como con jurisprudencia y doctrina que trajo a cuento; entre otros argumentos que esgrimió, para pedir la revocatoria de la sentencia, se destacan los siguientes: 
(i) La demandante, cuando se pronunció en relación con la excepción de prescripción, no invocó ninguna causal de interrupción o suspensión de la prescripción de la acción cambiaria, más bien se limitó a asegurar que la misma no había prescrito exponiendo argumentos ad misericordiam y manifestando que de declararse probado el embate se produciría un enriquecimiento injusto; 
(ii) Insistió en que la acción cambiaria prescribió el 23 de diciembre del 2017 y la demanda se interpuso el 8 de mayo del 2018, es decir casi 5 meses después de cuando ya estaba prescrita.

(iii) En el hecho 3° de la demanda la ejecutante relató que “la ejecutada adeuda el capital y los intereses de ley, desde el día 23 de diciembre del año 2014, encontrándose en mora desde esa fecha”, es decir confesó de manera diáfana que no hubo interrupción natural de la prescripción por pago de intereses o abono a capital.

(iv) En el escrito de contestación, la ejecutante no invocó hechos constitutivos de interrupción, por lo que no era dable suponer que con el interrogatorio solicitado se pretendiera probarla. 
(v) Arguyó que la finalidad de la figura de la sentencia anticipada es dar prevalencia al principio de celeridad motivo por el cual es una excepción a la regla general del trámite procesal, permitiendo obviar las demás etapas del proceso cuando el juez considera que tiene elementos suficientes para resolverlo, no hay más pruebas por practicar como en este caso o encuentra probada la excepción de prescripción extintiva, entre otras (f. 73, c. 1).

También impugnó el abogado que afirma representar en este caso a la señora Paula Andrea González Díaz, sin embargo, por la razón que se expuso en precedencia, es menester desatenderla (f. 80, c. 1). 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acude la accionante en procura de la protección del derecho fundamental al debido proceso que estima conculcado, en consideración a que el Juzgado, en la ejecución que aquí se analiza, pese a que ella solicitó la práctica del interrogatorio de parte, intempestivamente se ordenó seguir adelante con la ejecución mediante sentencia anticipada, cuando lo correcto era practicar esa prueba en la audiencia prevista en el artículo 372 del CGP, a cuya celebración ya se le había fijado fecha.   

El Juzgado de primera instancia concedió el amparo, habida cuenta de que la autoridad accionada incurrió en un defecto procedimental, al no decretar la práctica del interrogatorio de parte deprecado. 

Corresponde a la Sala entonces, confirmar, modificar o revocar el fallo protestado, con fundamento en las razones esgrimidas por la recurrente. 

Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU-573 de 2017 y SU-004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, y siempre aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 

Para abordar la cuestión, primero que todo debe decirse que, así como se argumentó en primer grado, para la Sala los presupuestos generales de procedencia del amparo se satisfacen, comoquiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; la sentencia que se reprocha se produjo en un asunto de única instancia, con lo cual se supera el presupuesto de la subsidiaridad; fue proferida el 21 de junio del 2019 y esta acción de tutela se radicó el 25 de julio siguiente, con lo cual se cumple con la inmediatez; si se advirtieran las irregularidades que le achaca la demandante a la funcionaria, aquellas podrían incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela.

Adicionalmente, si bien la accionante, luego de que se profirió sentencia, no le ha hecho ninguna solicitud a la funcionaria, para que proceda como en esta demanda pretende, lo cierto es que ello se tornaría inane, si se tiene en cuenta que en la ejecución ya se profirió sentencia, y en la actualidad la funcionaria no podría dejarla sin efecto. 

Siguiendo entonces con el análisis, se duele la accionante de que la funcionaria incurrió en un defecto procedimental absoluto, al omitir la realización de la audiencia prevista en el artículo 372 del CGP, obviando que se había solicitado la práctica del interrogatorio de pate, y en cambio, proferir sentencia anticipada con fundamento en el numeral 3° del artículo 278 del mismo estatuto.
Pues bien, para resolver vale la pena recordar que sobre el defecto procedimental se ha dicho que
:

“23.  La jurisprudencia ha establecido que existen dos modalidades del defecto procedimental, a saber: (i) el defecto procedimental absoluto, que ocurre cuando el funcionario judicial se aparta por completo del procedimiento legalmente establecido, bien sea porque sigue un trámite ajeno al pertinente y en esa medida equivoca la orientación del asunto
, o porque omite etapas sustanciales del procedimiento establecido, con lo que afecta el derecho de defensa y contradicción de una de las partes del proceso
; y (ii) el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, que se presenta cuando el funcionario arguye razones formales a manera de impedimento, las cuales constituyen una denegación de justicia
.”

En el caso concreto, halla la Sala que si bien el Despacho actuó al margen de lo reglado en el numeral 2° del artículo 446 del CGP y en ese sentido omitió celebrar la audiencia prevista en el artículo 372 del mismo estatuto, lo cierto es que lo hizo prevalido del hecho que encontró probada la prescripción extintiva, con lo que, a la luz del artículo 278 también del CGP, era inane convocar a la diligencia que se echa de menos, cuando para la resolución del caso bastaba con el análisis de lo probado hasta ese momento en el litigio, lo que en efecto se hizo en el fallo, en los siguientes términos:
“… En tiempo oportuno el apoderado judicial de la parte demandada, alegó la excepción nominada "PRESCRIPCIÓN". Fundamentando la misma en que el título valor tiene como fecha de vencimiento el día 23 de diciembre de 2014, siendo entonces exigible su ejecución hasta el 23 de diciembre de 2017, y teniendo en cuenta que la demanda fue interpuesta en el año 2018 ha prescrito su acción.

En cuanto a esta excepción y descorrido el traslado la parte actora se pronunció respecto a la misma, manifestando que no había lugar a declararla probada dado que la realidad del negocio jurídico fue que la hipoteca respaldaba la suma de $15.000.000,oo y que la misma se hizo sólo por $1.000.000,oo para evitar mayores gastos. Aduce que la cláusula quinta de dicha escritura establece que la hipoteca respalda todas las obligaciones contraídas por la deudora con anterioridad y en lo sucesivo.

Aduce que de prosperar la excepción se estaría avalando un enriquecimiento injusto en detrimento del patrimonio económico de la ejecutante que menguaría su subsistencia.

Al respecto el Despacho se permite realizar los siguientes pronunciamientos:

La prescripción en su modalidad extintiva es una de las formas de extinguir la obligación de conformidad con los artículos 1625 y 2512 del Código Civil, disposición tal que tratándose de títulos valores como la letra de cambio opera en TRES AÑOS para la acción directa, tal como lo consagra el artículo 789 del Código de Comercio.

Como vemos la fecha de vencimiento de la letra de cambio acercada con la demanda tenía como fecha de vencimiento el 23 de diciembre de 2014, es decir que la acción cambiaría directa prescribió el 23 de diciembre de 2017, y la demanda que nos convoca fue presentada el 5 de agosto de 2018, es decir casi 8 meses después de haber prescrito dicha acción.

En este orden de ideas, el término de tres años consagrado en la normatividad comercial para la prescripción de las acciones cambiarías había transcurrido para la letra de cambio base de recaudo, mucho antes de la presentación de la demanda.
Por consiguiente, a pesar que la acción hipotecaria derivada del contrato de hipoteca celebrado entre las partes se encuentra vigente, la acción cambiaría contra la letra de cambio por $15.000.000.oo, pretendida en el presente proceso está prescrita, motivo por el cual el Juzgado encuentra que la excepción contenida en el artículo 789 del Código de Comercio propuesta por la parte demandada debe prosperar.

Ahora bien, el artículo 278 del C.G.P. el cual dispone:
En cualquier estado del proceso, el juez deberá dictar sentencia anticipada, total o parcial, en los siguientes eventos:

(...)

3. Cuando se encuentre probada la cosa juzgada, la transacción, la caducidad, la prescripción extintiva y la carencia de legitimación en la causa." (f. 22 a 23, c. 1).

Es palmario entonces que la resolución que al asunto le dio la funcionaria, condice con la reglamentación que rodea el caso concreto. En efecto, mediante un fallo anticipado declaró probada la prescripción extintiva que halló acreditada, como lo manda el artículo 278 del CGP, y esto al margen de que se haya solicitado un interrogatorio como prueba, porque nunca se insinuó siquiera que la declaración fuera útil para demostrar la interrupción del fenómeno prescriptivo (f. 16 a 18, c. 1), que tampoco nunca se invocó.  Inocuo sería, en consecuencia, escuchar la declaración que se ruega, máxime cuando, según explicó la funcionaria encausada, valió como prueba la confesión de la ejecutante, quien informó que su deudora se encontraba en mora desde el 23 de diciembre del año 2014.
Por su pertinencia y semejanza con el de marras, es preciso traer a cuento una reciente providencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en la que se reitera el deber que tiene la judicatura de resolver anticipadamente los litigios cuando sea innecesario un debate probatorio
: 

“Luego, como el vocablo “deber” significa: “estar obligado a algo por la ley divina, natural o positiva”, fulgura que proferir “sentencia anticipada” es un mandato  emanado de la “ley positiva” que no es facultativo para el fallador, por el contrario, una vez acaezca alguna de las circunstancias ya anunciadas, le resulta forzoso resolver el litigio.

Bajo tales derroteros, en la determinación aquí criticada, para justificar la omisión de las subsiguientes etapas del juicio, el tutelado aludió expresamente a la comentada regla. 

Aunado a ello, revisados los escritos contentivos de la demanda, contestación y réplica, se extrae que los extremos de la lid limitaron sus solicitudes probatorias a las documentales, aportándolas en su oportunidad; en consecuencia, las condiciones estaban dadas para dilucidar tempranamente el sublite.

En ese contexto, ningún reproche merece el proceder de la autoridad cuestionada pues, se insiste, imperioso resulta para el sentenciador zanjar de plano el decurso, cuando se configura alguno de los eventos previstos en la precitada disposición, como aconteció en el analizado subexámine.” (Destaca la Sala)

En suma, no es caprichoso o antojadizo el fallo que se reprocha y se inadvierte la presencia de una vía de hecho, así que el reclamo de la peticionaria tuvo que ser despachado desfavorablemente en primera instancia, en sede constitucional.



Y es que lo argumentado en la acción de tutela, solo es una diferencia de criterio que la demandante tiene frente al razonamiento presentado por la jueza, sobre la configuración de la prescripción extintiva de la obligación cobrada y la suficiencia de lo discurrido en el proceso para hallarla acreditada, cuyo resultado no puede ser descalificado, porque si así se hiciera, se usurparía la función misma del juicio ordinario.  





Solo recuérdese que de antaño la jurisprudencia tiene dicho:





«no se puede recurrir a la acción tutelar para imponer al fallador una determinada interpretación de las normas procesales aplicables al asunto sometido a su estudio o una específica valoración probatoria, a efectos de que su raciocinio coincida con el de las partes».
 




Además, no se escapa de la Sala el hecho de que el ejecutivo bajo estudio, se trata de un asunto de única instancia, en el que, por serlo, es desatinado escudarse de una legítima expectativa que se vino abajo por no haberse realizado la audiencia a la que se convocó, y esto, por la potísima razón de que aun si se hubiera proferido el fallo en la diligencia que se añora, contra aquel, al igual que en relación con la sentencia anticipada, hubiera sido improcedente cualquier recurso; en otras palabras, es de poca monta la queja que se afinca en lo intempestivo del fallo, porque en cualquier caso, configurada la prescripción y proferida la sentencia en ese sentido, no podía ser derruida mediante recurso alguno.




Al margen de todo, se relieva que aun cuando esta Sala ha sido del parecer de que, previo a proferir sentencia anticipada, lo correcto es correr traslado para que se alegue de conclusión
-
, reconoce que el órgano de cierre de nuestra especialidad, en reiterada jurisprudencia, viene sosteniendo que, en busca de la materialización de los principios de celeridad y economía procesal, está justificada la pretermisión de cualquier etapa procesal pendiente a suceder, cuando se presenten las excepcionales hipótesis habilitadas por el legislador para la definición anticipada de la litis.
 Otro motivo más, entonces, para concluir que nada de irracional hay en la decisión cuestionada.    




Trasunto de todo, tendrá de revocarse la sentencia para negar la protección.
 



DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley REVOCA la sentencia proferida el 9 de agosto del 2019, por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que instauró Bertha Inés Jaramillo Cañas contra el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Pereira a la que fueron vinculados la Inspección 18 Municipal de Policía de Pereira, Paola Andrea González Díaz, Carlos Henry Cuellar Mendoza y Gloria Alicia Echeverry Henao.

En su lugar, se NIEGA la protección invocada. 




Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso archívese. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


       DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia C-543-92


� Sentencia T-025/18


� Ver sentencia T-996 de 2003; M.P. Clara Inés Vargas Hernández.


�Ver sentencia T-264 de 2009; MP. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Ibídem.


� CSJ - SCC, Sentencia STC6588-2019, del 27 de mayo del 2019, M.P. LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA  








� (CSJ STC, 18 abr. 2012, rad. 2012-0009-01; STC, 27 jun. 2012, rad. 2012-00088-01; y STC, 12 ago. 2013, rad. 2013-00125-01).


� SCF. TSP. Auto en sala Unitaria del 18 de diciembre del 2018, M.P. Jaime Alerto Saraza Naranjo


� SCF. TSP. Auto en sala Unitaria del 12 de marzo del 2019, M.P. Duberney Grisales Herrera. 


� Así puede leerse por ejemplo en la sentencia SC3406-2019 del 26 de agosto del 2019.
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